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Areas de reparto y . 
aprovechamiento tipo 

La necesidad de un 
de bate pendiente en 
ténninos de eficacia 
operativa 
Aspectos previos a su aparición en 
1990 

D 
esde fi nales de los años ochenta 
como consecuencia de los cam­
bios socioeconómicos y de la pro­

ducción del espacio, especialmeme en 
las grandes ciudades o áreas urbanas, se 
ha venido poniendo en cuestión en di­
versos ámbitos, públicos y privados, la 
cultura de gobierno del territorio acu­
ñada en años precedentes sobre la base 
de una intervención pública «Controla­
dora» y un sistema de planeamiento je­
rarquizado, globalizador, de vigencia 
indefinida, más ordenancista y regula­
dor que de fomento de iniciativas yac­
tividades, limitado a ámbitos cerrados 
en razón de competencias administrati­
vas, etc. 

Se han demandado, sin que aún exis­
ta una doctrina definitivamente acuña­
da con reílejo normativo, nuevos siste­
mas de planeamiento de carácter más 
«estratégico» que finalista en los que se 
compatibilicen la visión global del terri­
torio de medio o largo plazo, con actua­
ciones inmediatas o a «Corto», que por 

su fuerza estructurante no sólo se incar­
dinen en aquella, sino que fomenten o 
sean «motor» que les de consistencia; 
nuevos modos de hacer y organizar la ges­
tión territorial más basados en la con­
certación y coparticipación que en el 
mero ejercicio competencia! o en la rí­
gida o clásica separación entre iniciati­
va pública y privada; nuevos modelos de 
procesos urbanísticos que permitan un 
estatuto de la propiedad inmobiliaria 
en el que la actividad urbanística se des­
vincule del derecho de propiedad, ga­
rantizado su contenido dominical, para 
entregarla a la libre empresa sin some­
timiento a aquella. 

En ese mismo tiempo de madura­
ción del Estado Autonómico, profun­
damente renovador en materia territo­
rial y urbanística, ésta se ha ven ido 
ejerciendo, excepto en las materias de 
disciplina urbanística y de o rdenación 
del territorio en sentido estricto, y, en 
Galicia y Cataluña que produjeron una 
adaptación integral a su territorio; con 
una legislación preconstitucional, la 
Ley del Suelo de 1976, con conciencia 
de que una revisión o reforma que afec­
tara a la globalidad de la misma no po­
día ser realizada ni por el Estado, ni por 
las Comunidades Autónomas sin que 
se produjera una invasión de compe­
tencias. 

MIGUEL ANGEL 
LOPEZ TOLEDANO 

Así, el territorio se venía gobernando 
desde legislaciones sectoriales de ámbi­
to estatal y autonómico y, en el mejor de 
los casos, desde legislaciones autonó­
micas específicas en materia de ordena­
ción del territorio que mantienen el es­
quema tradicional de «criterio» o «di­
rectriz» sin que clasifiquen o califiquen 
el suelo, impidiendo, si no es a través 
del planeamiento municipal, que la Ad­
ministración Autonómica sea Adminis­
tración urbanística actuante directa ni 
siquiera en actuaciones de claro interés 
regional. Quedaba así el sistema general 
de la Ley del Suelo del l 976 como el 
marco en que operaba la concreción úl­
tima en materia territorial y urbanística 
referida básicamente a los planes muni­
cipales de o rdenación y al régimen ur­
banístico del suelo en ellos estableci­
dos, que reiteradamente se había mani­
r estado insuficiente y, en algunos casos, 
como la recuperación de plusvalías por 
la co munidad, o el derecho a una vi­
vienda digna, superado por la Constitu­
ción. 

Algunas de las insuficiencias referi­
das lo eran en aspectos tan esenciales 
como: la patrimonialización de aprove­
chamientos urbanísticos con la mera 
aprobación del planeamiento; la inexis­
tencia de mecanismos redis tributivos 
en el suelo u rbano; la imposibilidad di-



recta, salvo convenio, de capta r las 
plusvalías generadas por el planea­
miento en el suelo urbano; la diversi­
dad de valoraciones del mismo terreno 
según fu era la Administración actuante 
dada la descoordinación con la valora­
ción catastral y la validez del valor del 
mercado como criterio determinante 
del justiprecio; la imposibilidad de cali­
ficar en el planeamiento terrenos para 
viviendas de protección oficial, la insu­
ficiencia de mecanismos de interven­
ción pública ante incumpli miento de 
obligaciones urbanísticas o, para regu­
lar el mercado del suelo, etc. 

la aparición de las áreas de reparto 
y el aprovechamiento tipo 

En este contexto, aún no agotado y 
necesitado a su vez de concreción nor­
mativa y de gobierno, aparece la ley 
8/90, sobre Reforma del Régimen Ur­
banístico y Valoraciones del Sucio ori­
gen del Texto Refundido de 1992, (en 
adelante LS) que, llevando hasta sus úl­
timas consecuencias el régimen vigente 
en la legislación de 1976 pretende dar 
respuesta a la situación comentada y, 
sobre todo, a falta de las precisiones que 
pudieran derivarse de resoluciones del 
Tribunal Constitucional, despeja el 
marco de incertidumbre competencia) 
que impedía su renovación. 

No es extraño que en el referido 
contexto conceptual, social y compe­
tencia), su aparición reavivara el deba­
te existente. Debate profundo en cuan­
tía y extensión, pero que, en gran parte 
d irigido a analizar la conveniencia y 
oportunidad de la Reforma en relación 
con la situación expuesta, ha impedi­
do, dificultado o difuminado la forma­
lización de doctrinas o criterios para el 
desarrollo de aspectos o instrumentos 
concretos de la misma. Ello es particu­
larmente evidente en el tema que nos 
ocupa. 

Las áreas de reparto y aprovechamien­
to tipo son las técnicas instrumentales 
con las que la referida ley concreta as­
pectos tan s ustantivos como la equi­
distribución de cargas y beneficios y la 

determinación del aprovechamiento 
susceptible de adquisición por los 
propietarios, que a su vez es base para 
cuantificar la recuperación de plusva­
lías por la Comunidad (excesos de 
aprovechamiento real respecto del 
susceptible de adquisición) y, para de­
terminar el justiprecio a efectos expro­
piatorios en coordinación con la nor­
mativa catastral para su monetariza­
ción, etc. Así, se co n figuran como 
piezas claves de la Reforma y garantes 
de una mejor equidad en la ejecución 
del planeamiento. 

Dado su carácter de técnica instru­
mental, aunque de relevancia especial 
en el objeto de la ley, en lugar de impo­
siciones más rígidas o deterministas y, 
para dar satisfacción al principio de 
igualdad, que en materia territorial no 
es sinónimo de homogeneidad o uni­
formidad , se opta en la ley porque sean 
las Comunidades Autónomas o, en su 
defecto el planeamiento, quienes en es­
ta materia desarrollen las determinacio­
nes que en cada territorio concreten lo 
que ella establece con carácter básico. 

Un bosquejo de la situación actual 
Probablemente el debate de globali­

dad anteriormente referido ha d ificulta­
do esa necesa ria concreción. Así, los 
procesos de revisión y elaboración del 
planeamiento municipal han continua­
do e incluso incrementado el ritmo en 
los últimos años, como consecuencia 
del agotamiento de sus capacidades, 
programación y cambios en la com­
prensión de la cultura urbanística referi­
da al inicio. No obstante, ninguna Co­
munidad Autónoma ha desarrollado 
normativa específica, ni siquiera a nivel 
de instrucción, sobre los extremos de 
las áreas de reparto y el aprovechamien­
to tipo; y, los criterios que cada planea­
miento establece son tan dispares e in­
cluso antagónicos que, ponen en duda la 
garantía del principio de igualdad. 

la afirmación anterior se realiza des­
de un análisis del planeamiento adapta­
do o en adaptación del que se puede 
concluir: 

Existen territorios, en los que, sin 
disposición autonómica habilitante , 
hay algunos municipios menores de 
25.000 habitantes que introducen las 
áreas de reparto y el aprovechamiento 
tipo en suelo urbano. 

la diversidad de criterios de delimita­
ción de áreas de reparto establecido en el 
planeamiento: 

• Una sola de reparto en suelo urba­
no con un aprovechamiento tipo que 
determina un aprovechamiento sus­
ceptible de adquisición por los propie­
tarios de suelo de «nueva urbanización» 
superior al aprovechamiento real otor­
gado por el Plan. Ello impide en esos 
ámbitos, en que verdaderamente se ge­
nerarán las plusvalías, el rescate de la 
parte correspondiente por la Comuni­
dad, debiendo ésta, además, compen­
sar dicha diferencia mientras que, en 
los ámbitos de la ciudad más consolida­
da que ya han contribuido a su creación 
se prevé la generación de los máximos 
rescates de plusvalías sin que sea eficaz, 
al no ser previsible la sustitución de la 
edificación. Ello subvierte cuanto me­
nos la eficacia y finalidad d e los instru­
mentos. 

• Tantas áreas de reparto como fin­
cas registrales impidiendo el ejercicio 
de la equidistribución al limitarse al 
ámbito de la parcela donde no hay po­
sibilidad de tal, lo que supone una 
«subversión» de la finalidad legal. 

• Frecuentemente se identifican 
las áreas de reparto con las unidades 
de ejecución o con áreas de ordenan­
za que, en el primer caso supone una 
simplificación, al identificarlas con la 
ejecución y con el régimen de munici­
pios que no tienen áreas de reparto y 
aprovechamiento tipo en suelo urba­
no (Disposición Adicional 1. ª y 2. ª)y, 
en ambos casos no satisface el princi­
pio de equidistribución de la inciden­
cia de la ordenación en el derecho de 
propiedad que mejor garantice la jus­
ta distribución de cargas y beneficios 
al no relacionar usos y tipologías dife­
rentes. 

• En ningún caso se expresan en el 
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plan los criterios de delimitación con 
las alternativas correspondientes que, 
desde la ordenación propuesta y, en los 
plazos previstos por el planeamiento, 
justifiquen la elección adoptada. 

Respecto del cálculo del aprovecha­
miento tipo lo más frecuente es: 

• Emplear factores de ponderación 
para usos y tipologías muy diferentes 
iguales a la unidad, lo que identifica el 
aprovechamiento lucrativo con la edifi­
cabilidad lucrativa nada coníluyente 
con el concepto y fin del referido apro­
vechamiento tipo. 

• Para valoraciones muy similares 
en relación con la normativa catastral se 
emplean factores de ponderación de la 
vivienda en régimen de protección muy 
diferentes. Se identifican los factores de 
ponderación de la vivienda libre a pre­
cio tasado con la vivienda en régimen 
de protección, lo que subvierte clara­
mente lo dispuesto en la legalidad urba­
nística (art. 98.3 LS). 

• No se determina el aprovecha­
miento tipo aplicable para la expropia­
ción de Sistemas Generales no inclui­
dos en suelo urbano. 

• Insuficiente justificación y nula 
exposición de alternativas de factores 
que, en relación con la delimitación de 
áreas de reparto y objetivos y plazos del 
plan hayan motivado la elección. 

la demanda de un debate que 
genere doctrina 

Así pues, y junto a la conveniencia de 
profundizar en las respuestas que se de­
rivan de lo expuesto en el inicio de este 
apartado es oportuno y urgente avanzar 
en la creación de una doctrina que, res­
pecto de las áreas de reparto y aprove­
chamiento tipo, siendo respetuosa con 
la diversidad territorial, garantice lo 
más eficazmente posible una mínima 
seguridad de satisfacción de los princi­
pios de igualdad y de legalidad . A la vis­
ta de lo anterior es objeto de lo que res­
ta de artículo intentar sistematizar algu­
nas líneas y reflexiones con las que 
debatir los criterios demandados en lo 
que precede. 

La finalidad de las áreas 
de reparto y del 
aprovecha1niento tipo 
inarco para acotar las 
incertidun1bres 
Los principios rectores del 
ordenamiento 

En los desarrollos y concreciones de 
criterios dos son los principios de la le­
galidad vigente que han de orientar e 
informar las decisiones. Al objeto de 
concluir lo más ajustado a la legalidad 
se reproducen, previamente a las con­
clusiones, los dos apartados de motivos 
de la Ley 8/90 que hacen referencia a 
ella: 

a) En el punto V del apartado 3 que 
se refiere al nuevo esquema que define 
las condiciones básicas del derecho de 
propiedad se dice: 

«No existe en nuestro derecho urbanístico 
vigente (ni en el histórico) un auténtico y pleno 
daecho a la equidistribución, pues los meca­
nismos redistributivos ni juegan entre las di­
versas clases de suelo ni en el seno de cada una 
de ellas en su totalidad, a excepción del suelo 
urbani.zable programado mediante el instituto 
del aprovechamiento medio. No reconoce tam­
poco el sistema que se propone un derecho ple­
no a la equidistribución, pero extiende su efec­
tividad a los suelos clasificados como urbanos 
y lo generaliza en las zonas de nueva urbani­
zación (excluidas las de eventual urbanizaciór1 
o no programadas)». 

b) En el párrafo final del apartado IV 
que se refiere a la regulación de las di­
versas facultades del contenido urbanís­
tico susceptible de adquisición se dice: 

«Para facilitar la comprensión del esquema 
descrito es conveniente referirse a la determi­
nación del contenido del derecho al aprovecha­
miento urbanístico a través de la técnica del 
aprovechamiento tipo». 

«Esta técnica, similar a la del aprovecha­
miento medio, pretende garantizar una míni­
ma uniformidad en el transcendental aspecto 
de la incidencia de la ordenación urbanística 
-cualquiera que sea ésta- en el derecho de la 
propiedad inmobiliaria. En efecto, la legisla­
ción urbanística establece el marco al que de­
be ajustarse el planeamiento (densidades má-

ximas, reservas para dotaciones, criterios para 
la clasificación del suelo, etc.) y éste asignará 
ya clasificaciones y calificaciones urbanísticas. 
Es sólo la incidencia de la ordenación urbanís­
tica concreta resultante de dicho marco legal y 
de las determinaciones del planeamiento sobre 
las propiedades afectadas, lo que resuelve el 
mecanismo expresado en aras al principio de 
igualdad, cuya traducción en materia urbanís­
tica es el del justo reparto de cargas y benefi­
cios)/. 

Reflexiones a considerar 
Si bien lo anterior es suficientemente 

expreso podemos concluir que los cri­
terios que desarrollen o concreten de­
terminaciones en relación con las áreas 
de reparto y el aprovechamiento tipo 
no han de concebirse en razón de la or­
denación o de La posterior ejecución del 
planeamiento, sigu iendo esquemas 
convencionales, sino que deben conce­
birse como los óptimos para corregir 
las desigualdades generadas por la or­
denación previamente establecida en 
razón del marco legal y, de los objetivos 
del plan en esa materia vinculados al 
cumplimiento de unos plazos determi­
nados. 

Los criterios para la delimitación de 
áreas de reparto y el aprovechamiento ti­
po que en ellas se determinen deben dar 
satisfacción eficaz, en la ejecución del 
planeamiento, a la exigencia de recupe­
ración de plusvalías (excesos de aprove­
chamiento real sobre los susceptibles de 
apropiación) por la comunidad. 

Los criterios para la delimitación de 
áreas de reparto y aprovechamiento ti­
po deben ser concebidos de un modo 
interrelacionado estando su determina­
ción a «caballo» entre la ordenación de­
seada, previamente establecida, y su 
ejecución en un plazo de tiempo pre­
visto, pero sin confundirse con ambas. 
En algo así como la determinación en 
que deben confluir, sin confundirse, los 
aspectos básicos de la planificación ur­
banística: ordenación, gestión y progra­
mación. 

Es por ello que dichos criterios no 
deberían concebirse de un modo único 
sino que habrían de conllevar una obli-
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gada consideración de alternativas de 
delimitación de áreas de reparto y fija­
ción consecuente de aprovechamiento 
tipo que, puestas en relación con los 
principios básicos referidos: mejor 
equidistribución y rescate de plusvalías 
por la comunidad en el plazo previsto 
por el planeamiento motiven o justifi­
quen su selección. 

Un último aspecto a considerar es la 
fijación de los criterios para que lamo­
dificación de áreas de reparto y subsi­
guiente fijación de aprovechamiento ti­
po, y, las modificaciones de la ordena­
ción o de la ejecució n prevista, no 
supongan revisión del planeamiento 
que los determinó. Estos extremos son 
de importancia sustancial y novedosa 
en la doctrina sobre modificación y re­
visión de planeamiento no existiendo 
ninguna referencia en la lS sobre los 
mismos, lo que requeriría desarrollo au ­
tonómico y cuanto menos, su fijación en 
cada planeamiento adaptado. 

La precisión de las 
determinaciones legales 
sobre áreas de reparto y 
aprovechamiento tipo un 
punto de partida necesario 

Este apartado tiene por objeto desta­
car los aspectos de la regulación especí­
fica en esta materia (arts. 94 a 100 de la 
LS) que deben servir de marco para la 
determinación de los criterios deman­
dados. En cuanto que es expresión de la 
Ley ruego al lector sepa disculpar lo que 
pud iera entender como reiteración y, 
para evitar una excesiva extensión se 
planteará con carácter casi telegráfico. 
Se añaden algunas interpretaciones so­
bre aspectos que han sido objeto de du­
da en diversos debates y, se subrayan 
los aspectos que requieren desarrollos 
normativos autonómico. 

Determinaciones de carácter general 
Las áreas de reparto y de aprovecha­

mientos tipo a ellas vinculados son ins­
trumentos «indisolublemente unidos», 

no pudiendo existir una sin el otro y vi­
ceversa (art. 95 LS). Parece pues proce­
dente un desarrollo autonómico en que se 
establezca una metodología «iterativa» 
que, desde diversas alternativas expre­
sas, razone la elección según los princi­
pios derivados del apartado anterior. 

Las áreas de reparto y aprovecha­
mientos tipo sólo deben ser delimi ta­
dos y fijados por el planeamiento de ca­
rácter general, excepción hecha de los 
referidos a los suelos urbanizables no 
programados que se definirán en los 
Programas de Actuación Urbanística 
(arts. 94 y 95 l.S). Lo anterior no quiere 
decir (art. 97.4 LS) que sean los instru­
mentos de planeamiento al uso (arts. 70 
a 88 LS) los únicos capaces de determi­
narlos s ino aquellos que, en su caso, re­
sultaren de la legislación autonómica 
específica y a los que se deberá atribuir 
la equivalencia correspondiente para el 
cumplimiento de los aspectos básicos 
de la LS. 

Una situación excepcional merece 
ser comentada: la relativa a los ámbitos 
del suelo urbano que el planeamiento 
general remita a Planes de Reforma In­
terior. Regulado en la Ley 8/90 en el art. 
33.5 con carácter básico. Ha pe rd ido 
dicho carácter al reformularse, con ca­
rácter supletorio en el are. 72.2c) lS dis­
poniendo que el planeamiento general 
determinará los «usos, intensidades y tipo­
logías edificatorias resultantes de las operacio­
nes de reforma interior a desarrollar mediante 
planeamiento especial, salvo que el ámbito de 
este planeamiento constituya un área de re­
parto independiente», aunque, con el marco del 
art. 72.I LS, según el cual los planes siempre 
«contendrán las determinaciones pertinentes 
para asegurar la aplicación de las normas con­
tenidas en la LS en lo que se refiere a valora­
ciones y al régimen urbanístico de la propiedad 
del suelo». 

El cambio de carácter de básico a su­
pleto rio, así como el añadido del último 
inciso «salvo que ... » plantean proble­
mas que sería conveniente precisar pa­
ra no subvertir el principio de legalidad 
general. La precisión iría en el sentido 
de que el desarrollo normativo autonómi-

co y la interpretación del referido ar­
tículo no debería ser de tal modo que en 
estos ámbitos del suelo urbano el pla­
neamiento general no determine el 
aprovechamiento tipo (arts. 94 y 95 LS 
con carácter básico). A lo sumo, podría 
pensarse en desarrollos que dieran mé­
todos similares a los establecidos en la 
LS para el suelo urbanizable programa­
do si no pudieran precisarse definitiva­
mente en el planeamiento general los 
usos y tipologías característicos. 

Las áreas de reparto y el aprovecha­
miento tipo consiguiente se agotan en 
cada clase de suelo, esto es, no pueden 
existir áreas de reparto que afecten a d i­
versas clases de suelo (arts. 94 a 97 LS) 
lo que de conformidad con el art. 9.1 LS 
no implica que sean las hoy al uso sino 
aquellas establecidas por legislación au­
tonómica expresa a las que se debe atri­
bu ir la oportuna equivale ncia, a los 
efectos de la legalidad de ámbito estatal. 

No puede ser obviado por normativa 
autonómica que se determinen áreas de 
repan o y aprovechamientos tipo en los 
suelos urbanizables o aptos para urba­
nizar establecidos por el planeamiento 
general en todo ti po d e municipios 
(Disposición Adicional 1. ª .3 LS) y, en el 
s uelo urbano de municipios mayores 
de 50.000 habitantes y capitales de pro­
vincia (Disposición Adicional 1. ª. l LS). 
Mientras no exista disposición autonómica 
que, en razón de las circunstancias ex­
presas lo exonere, serán de aplicación 
en el suelo urbano de municipios ma­
yor de 25.000 habitantes que no sean 
ca pitales de provincia (Dispos ición 
Adicional 1. ª .2 l.S) y, no será de aplica­
ción en el suelo urbano de municipios 
menores de 25.000 habitantes. Así, es 
necesario precisar el ámbito de aplica­
ción en suelo urbano en cada territorio 
autonómico dado que pueden producir­
se desigualdades objetivas por la aplica­
ción estricta del criterio poblacional en­
tendido éste como la población de he­
cho en el momento de la aprobación 
definitiva del plan adaptado. Sirva co­
mo reflexión considerar un municipio 
con menos de 25.000 habitantes pero 



con actividad inmobiliaria de 2. ª resi­
dencia, que supere en población esta­
cional dicha cifra o que tenga actividad 
urbanística en razón de usos lucrativos 
no res idenciales: terciarios, oficina, 
equipamientos privados, muy intensa 
en razón de su disponibilidad de suelo 
accesible y próximo a la demanda po­
tencial y en los que no serían de aplica­
ción, frente a municipios, estancados o 
regresivos, en los que sí sería de aplica­
ción porque la población es mayor de 
25.000 habitantes. 

En cuanto al momento para su deter­
minación, con carácter básico, se dis­
pone que sea en la primera revisión del 
programa de actuación de los Planes 
Gene rales (Dispos ición Trans itoria 
6. 0 .1 LS) o en la primera revisión de las 
Normas Su bsid iarias (Dis p osición 
Transitoria 6. 0 .4 LS). Todos los munici­
pios que cuenten con áreas de reparto y 
aprovechamiento tipo en suelo urbano 
deben disponer de Plan General adap­
tado definitivamente aprobado, salvo 
normativa autonómica expresa, ames de 
agosto del presente año (Disposición 
Transitoria 7. 0 L.5). El escaso tiempo 
que queda para el cumplimiento de di­
cho plazo hace conveniente por moti­
vos de estricta legalidad la regulación au­
tonómica que precise el plazo referido 
en su territorio - lógicamente en rela­
ción con el párrafo precedente- y, se 
determine el plazo para adaptación en 
municipios en que no sean de aplica­
ción en suelo urbano. 

Determinaciones específicas 
respecto de áreas de reparto 

En suelo urbano se podrán delimitar 
una o varias áreas de reparto sin que 
puedan incluirse en ellas, salvo legislación 
autonómica expresa que lo habilite, los 
sistemas generales adscritos o incluido 
en esa clase de suelo (art. 94. 1 y 3 LS). 
Los crite rios de delimitación de áreas de 
reparto se remiten a legislación autonómi­
ca expresa, pudiendo interpretarse con 
un cierto carácter excepcional la delimi­
tación de una sola (art. 94.3a) L.5). 

En suelo urbanizable programad o 

Los terrenos clasificados como tal y los 
sistemas generales adscritos o incluidos 
en él a efectos de su obtención se in­
cluirán en áreas de reparto según los 
criterios que establezca la legislación au­
tonómica al respecto (art. 94.2 LS). 
Mientras no se desarrolle dicha legislación, 
los secto res y sistemas generales de ca­
da cuatrienio constituirán una sola área 
de reparto (art. 94.3.b) L.5). 

En suelo urbanizable no programa­
do, mientras no exista legislación autonó­
mica que establezcan otros criterios ca­
da ámbito de PAU constituye un área de 
reparto (art. 94.3.c LS). 

En el suelo apto para urbanizar, mien­
tras no exista legislación autonómica será 
cada Norma Subsid iaria quien determi­
ne dichos criterios (art. 94.3.d LS). Se 
hace recomendable un desarrollo auto­
nómico que defina dichos criterios para 
evitar tanto la desigualdad que pudiera 
producirse, como para acotar la discre­
cionalidad en la aprobación definitiva 
de los instrumentos adaptados. 

Un aspecto que no se cita en las de­
terminaciones legales pero que ha sido 
objeto de atención, es la continuidad o 
discontinuidad de las áreas de reparto. 
Parece claro que, al no imped irse ex­
presamente por la Ley, pueden delimi­
tarse áreas discontinuas. Razones de le­
galidad que apoyan esta consideración 
son, entre otras: a) en el suelo urbaniza­
ble se debe cons tituir un área de repar­
to para cada cuatrienio, cuando ello no 
implica una continuidad espacial ni en­
tre sectores ni en los sistemas generales 
adscritos; b) en suelos urbanos se posi­
bilita la delimitación de una sola área de 
reparto existiendo territorios con nú­
cleos urbanos dispersos que podrían 
configurar dicha área de reparto. Esta 
posibilidad no quiere decir que no ten­
ga ningún límite legal en la delimitación 
discontinua de áreas de reparto. Este lí­
mite se encuentra en el marco de refe­
rencia expuesto en el apartado 2, esto 
es, la justa distribución de cargas y be­
neficios. Así, ¿sería una justa distribu­
ción que los aprovechamientos genera­
dos en un ámbito suburbano o periféri-

co si rvieran para satisfacer déficit de 
otros ámbi tos territoriales que nada tie­
nen que ver ni como historia, ni como 
función ni como uso ciudadano? La res­
puesta a este tipo de pregunta podría 
servir de marco para desarrollos autonó­
micos o, de planeamiento, que precisen 
en cada territorio los criterios o condi­
ciones sobre su continuidad o disconti­
nuidad acotando los excesos posibles 
en el uso de la discrecionalidad. 

Otro aspecto debatido, hace referen­
cia al carácter «cerrado» de las áreas de 
reparto. Es claro que éstas se han con­
cebido como los ámbitos en que se de­
ben resolver la más justa distribución 
de cargas y beneficios por lo que, care­
cería de sentido conceptual la transf e­
rencia de aprovechamientos de unas a 
otras. Dicho concepto, plantea proble­
mas como el destino de los aprovecha­
mientos urbanísticos transferidos y no 
materializados en el proceso de vigen­
cia del área de reparto que deberán aco­
meterse por la normativa autonómica. 

Una última consideración hace refe­
rencia a la conveniencia o no de esta­
blecer algún límite para la delimitación 
de áreas de reparto en cuanto que como 
ámbitos d e equidistribución debería 
produci r entre ellas la mínima diferen­
cia entre los beneficios económicos de­
rivados de los aprovechamientos otor­
gados por el planeamiento y las cargas 
d e urbanización. Dado que no existe 
ninguna determinación en la LS sobre 
este extremo parecía co nven iente su 
consideración en desarrollos autonómi­
cos y, de expresa consideración en el 
planeamiento. 

Determinaciones específicas en 
relación con el aprovechamiento 
tipo 

En el suelo urbano 
El planeamiento general deberá de­

terminar para cada área de reparto, co­
mo consecuencia de la ordenación pro­
puesta (calificación del suelo), el apro­
vechamiento lucrativo total que incluya 
el dotacional privado (art. 96. l .LS). La 
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legislación autonómica podrá establecer 
sistemas de cálculo del mismo con la 
única elimitación de que se establezcan 
en base a las determinaciones de orde­
nación, no sean de carácter voluntario, 
e incluya el dotacional privado (an. 
96.2 LS). Asimismo el planeamiemo de­
berá determinar (art. 96.1 Ls) tanto las 
superficies de suelo sobre las que se 
asienta dicho aprovechamiento lucrati­
vo como las superficies de suelo afecta a 
las dotaciones públicas y, en su caso, 
sistemas generales no existentes. 

El cociente de ambos referidos al uso 
y tipologías característico (an. 96.1 LS), 
(art. 98.2 LS) será el aprovechamiento 
tipo del área de reparto. 

Por aprovechamiento lucrativo hay 
que entender aquel que, en razón de las 
ordenanzas o normas del plan, y no de 
la situación actual, sean materializables 
sobre terrenos que, con independencia 
de su titularidad pública o privada no 
se destinen al uso y dominio público. 
Un aspecto que convendría considerar 
y precisar en desarrollos autonómicos y, 
en su defecto en los planes, es el relati­
vo a los aprovechamientos lucrativos 
de escasa o casi nula edificabilidad y de 
alta rentabilidad o generación de plus­
valías, que sino quedarían con escaso 
reflejo en el cálculo del aprovecha­
miento tipo. 

Para el cómputo de la superficie de 
suelo a que se refiere el aprovecha­
miento lucrativo será bueno, para evitar 
dudas interpretativas, considerar es­
trictamente lo referido en el art. 96 LS, 
esto es, la total del área de reparto me­
nos la del suelo dotacional existente, 
con independencia de su titularidad 
pública, evitando dudas sobre si deben 
o no computarse los terrenos privados 
no ocupados por la edificación. 

Como superficie de suelo dotacional 
a considerar en el cálculo del aprove­
chamiento tipo habrá de entender 
aquel que el planeamiento considere 
como de uso y domicilio público a ob­
tener por esta técnica (art. 20.a) LS), cu­
yo aprovechamiento derivado, en su ca­
so de la edificabilidad necesaria para el 

uso, nunca entrará en el cálculo del 
aprovechamiento tipo. 

Por uso predominante (art. 98.2 LS) 
habrá de considerarse aquel que en ca­
da área de reparto tenga la mayor su­
perficie edificable lucrativa sea ésta o no 
coincidente con la mayor superficie de 
suelo ocupado por dicho uso. 

Extremo de singular importancia en 
el cálculo del aprovechamiento tipo es 
la fijación de los factores de pondera­
ción de cada uso y tipología con el ca­
racterístico al que se dará el valor de Ja 
unidad, siendo los restantes superiores 
o inferiores a la unidad en función de 
las características concretas del munici­
pio y del área de reparto (an. 96.3 LS). 
Nada más dice la Ley en relación con los 
criterios para su determinación salvo su 
necesaria justificación (an. 96.3 LS). No 
obstante, dos consideraciones convie­
ne p recisar en este extremo y son: a) No 
se deben considerar en los factores de 
ponderación criterios de localización y 
situación de los terrenos ya que se hará 
en función de la normativa catastral 
(arts. 53.1y3 LS); y, b) según puede de­
ducirse de lo dispuesto para terrenos 
calificados con destino a la construc­
ción de viviendas de protección oficial 
u otro régimen de protección pública 
(an. 98.3 LS) se deberian referir en co­
ordinación con los criterios de valora­
ción catastral. Ello se considerará más 
específicamente en el apartado siguiente. 

Un aspecto que conviene precisar es 
la consideración del aprovechamiento 
tipo en relación con el área de reparto 
como expresión de la política urbanís­
tica municipal y no sólo como un mero 
proceso de cálculo. Así, un aspecto sus­
tancial es la delimitación de áreas de re­
parto tiene que ver con los aprovecha­
mientos lucrativos que vayan a operar 
eficazmente, vía sustitución, renova­
ción o rehabilitación, con la cuantía del 
suelo público a obtener. Si los aprove­
chamientos lucrativos ponderados son 
muy elevados y el suelo público escaso, 
el aprovechamiento tipo será más eleva­
do que en áreas de reparto delimitada 
con criterio opuesto. En el primer caso 

lo que puede entenderse favorable des­
de el aprovechamiento susceptible ele 
apropiación puede conllevar la inviabi­
lidad por falta de previsión, en la ejecu­
ción de unidades de ejecución que ten­
gan aprovechamiento real inferior al 
susceptible de adquisición por los pro­
pietarios. Por otra parte, una delimita­
ción de áreas que genera un aprovecha­
miento tipo muy bajo puede poner en 
cuestión la ejecución de la ordenación, 
si no se ha considerado la viabilidad 
económica en razón de las cargas de ur­
banización que conlleven. 

En suelo urbanizable y apto para 
urbanizar 

El aprovechamiento tipo de cada 
área de reparto se establecerá de modo 
similar al del suelo urbano pero, referi­
do sólo al uso característico, ya que las 
determinaciones del planeamiento en 
él son a nivel de zona o uso global, sien­
do los planes parciales los que concre­
tan la pormenorización de usos y tipo­
logías y, establecen la ponderación en­
tre ellos en relación con el característico 
(art. 97. l a 3 LS). 

Sustitución de la edificación 
Otros extremos de las disposiciones 

que conviene precisar hacen referencia 
a las actuaciones asistemáticas. Así, la 
aplicación efectiva del aprovechamien­
to tipo y los procedimiento de correc­
ción de los desajustes sólo tendrán lu­
gar en actuaciones asistemáticas cuan­
do se sustituya la ed ificación existente o 
se construya si aquella no existe (art. 
99 .l LS). 

Esto puede ser determinante en la 
delimitación de áreas de reparto donde 
se establezca la equidistribución sobre 
ámbitos de escasa renovación o sustitu­
ción de la edificación que impedirán la 
efectiva operatividad del sistema trasla­
dando su incidencia a los terrenos del 
área de nueva creación o edifi cación sin 
colaborar en la correspondiente pro­
porción en los suelos a obtener, pu­
diendo además hacer inviable las previ­
siones sobre dicha área de reparto. 



Rehabilitación 
El último aspecto hace referencia a la 

consideración específica de la rehabili­
tación como asimiJable a la sustitución 
de la edificación identificándose por la 
ley a aquellos casos en que conllevara 
obras de ejecución que por su naturale­
za hubieran permitido la declaración de 
ruina del inmueble (art. 99.21.S). Ello es 
también de singular importancia pues, 
para la delimitación de áreas de repar­
to, pues donde el aprovechamiento real 
permitido por el planeamiento será in­
ferior al susceptible de apropiación se 
implicarán unas compensaciones que 
pueden fomentar estas actuaciones con 
independencia en los regímenes espe­
cíficos que para ellas pudieran estable­
cerse. 

Relación con la normativa catastral 
la monetarización de los aprovecha­

mientos se refieren al valor básico de 
repercusión correspondiente al uso y 
tipología característicos que será el de­
terminado en las normas de valores ca­
tastrales (art. 53 l.S). Así pues una nece­
saria coordinación debería impedir que 
existan polígonos fiscales sobre distin­
tas áreas de reparto p ues sería imposi­
ble definir el referido valor básico de re­
percusión. lo que sí es posible es que 
en una misma área de reparto existan 
polígonos fiscales distintos en razón de 
que el referido valor básico de repercu­
sión sea distinto. 

El otro extremo es el aprovecha­
miento atribuible a los sistemas genera­
les d el suelo urbano no incluidos en 
áreas de reparto que (art. 59.2 LS) será 
el 75% del aprovechamiento tipo defi­
nido por el planeamiento general en la 
forma que determine la legislación auto­
nómica con base en las determinaciones 
reales del Plan. 

Mientras no exista la referida legisla­
ción, los criterios establecidos (art. 59.3 
l.S) no presentan ningún problema si 
sólo existe en el suelo urbano un área 
de reparto pues será éste el aprovecha­
miento tipo de referencia (art. 59.3a) 
LS). Pero sí que se plantea problema en 

cuanto a su monetarización a no ser que 
la normativa catastral determine polí­
gonos fiscales específicos en la totalidad 
o partes del ámbito de los sistemas ge­
nerales. Además del problema de coor­
dinación con la normativa catastral re­
ferido anteriormente, sí existen serias 
dificultades para la determinación del 
aprovechamiento tipo de referencia 
cuando existan varias áreas de reparto 
(art. 59.3.b) LS). Según lo expuesto, el 
aprovechamiento tipo de referencia se­
rá «el promedio de los aprovechamien­
tos tipo de las áreas con el uso y tipolo­
gía residencial predominante en todo el 
suelo urbano, debidamente pondera­
dos en función de su superficie respec­
tiva, referido siemp re a dicho uso resi­
dencial». 

Se ha demandado, exponiendo que 
si no es de imposible aplicación, una 
especie de aprovechamiento tipo de to­
do el suelo o, una correlación entre los 
factores de ponderación de los diver­
sos usos y tipologías. A juicio del que 
suscribe ello supond ría la posibilidad 
de equivalencias entre aprovechamien­
tos de unas á reas de reparto a otras, lo 
que, con independencia de su oportu­
nidad o no subvierte la d isposición y 
concepto legal de las mismas. la única 
imposibilidad real de aplicación se de­
rivaría o bien , de la inexistencia de uso 
residencial en suelo urbano, lo cual es 
altamente improbab le, o bien, de la 
inexistencia de áreas de repa rto con el 
mismo uso y tipología característico 
que el que tuviera la máxima superficie 
edificable en la totalidad del suelo ur­
bano. Salvo estos extremos el resto es 
fácil de determinar. El proceso sería 
pues: a) elegir el uso y tipología domi­
nante en la totalidad del suelo urbano; 
b) seleccionar las áreas de reparto con 
el mismo uso y tipología que el anterior 
y; c) multiplicar el aprovechamiento ti­
po de cada una de ellas por su superfi­
cie y dividirlo por la suma de las su­
perficies para obtener el aprovecha­
miento tipo de referencia. 

Algunas sugerencias de 
criterios operativos a 
considerar en normativa 
autonón1ica o en el 
planean1iento urbanístico 

Las áreas de reparto y el 
aprovechamiento tipo expresión de 
política urbanística 

Una primera consideración de ca­
rácter más conceptual es que estas téc­
nicas instrumentales no son técnicas 
deterministas o de única resolución, si­
no que, cada combinación de objetivos 
municipales y de programación podrán 
producir, para una misma ordenación, 
resultados distintos en su delimitación 
y determinación. No son técnicas de ca­
rácter «mágico» o de «caja negra» sino 
técnicas que requieren de criterios ex­
plícitos y transparentes que se ponga en 
relación con su finalidad. 

Así pues, parece procedente estable­
cer metodologías que se basen en la ela­
boración de diversas alternativas, tanto 
de delimitación de áreas de reparto co­
mo de fijación de aprovechamientos ti­
po en cada una de ellas, que expliciten 
una selección de la adecuada interven­
ción-delimitación-aprovechamiento ti­
po que de mejor respuesta a su finali­
dad en relación con los objetivos y pro­
gramación del planeamiento. 

Determinación de factores de 
ponderación en el cálculo del 
aprovechamiento tipo 

A partir de la ley 8/90, la monetari­
zación de aprovechamientos se debe 
realizar a partir de la normativa catas­
tral que determinará en cada polígono 
fiscal el valor básico de repercusión del 
uso y tipología característico del área de 
reparto en que se inscriba, y los factores 
de corrección que deban considerarse 
en razón de la situación y de las carac­
terísticas co ncretas de cada parcela 
dentro del polígono fiscal. 

Parece lo más coherente con este ob­
jeto y técnica legal que los factores de 
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ponderación de cada uso y tipología del 
área de reparto en relación con el ca­
racterístico se realicen con la máxima 
coordinación con dicha normativa ca­
tastral. Esto se explicita expresamente 
en la L.S. para la vivienda sometida a al­
gún régimen de protección. 

El método que se propone es esta­
blecer en cada área de reparto dichos 
factores siguiendo la metodología técni­
ca de la normativa catastral o, en su de­
fecto, el conocido como método resi­
dual. Así, se establecerían en cada área 
de reparto los valores de cada uso y ti­
pología y, según el método referido re­
lacionándolo con el del uso y tipología 
característico como unidad se obten­
drán los factores de cada uno en rela­
ción con él. 

Dado que esta primera «batería» de 
factores sería un reflejo del mercado in­
mobiliario en el momento de su deter­
minación se sugiere la conveniencia de 
establecer dos o tres baterías adicionales 
con coeficientes correctores en razón de 
las previsiones de evolución del mismo 
o, de los usos que el planeamiento en­
tienda que deben ser «primados» o «re­
ducidos» en razón de sus objetivos. Con 
ellos se tendría una alternativa de apro­
vechamiento tipo para cada área de re­
parto que, permitirían en razón de las 
consecuencias sobre la ejecución la se­
lección que se estime más adecuada. 

Delimitación de áreas de reparto en 
suelo urbano 

La ílexibilidad de criterios legales en 
cuanto al número y ámbito de las áreas 
de reparto ha sido puesto de relieve 
desde diversos puntos de vista en el 
apartado anterior del presente artículo. 
Un intento de precisar éstos para dise­
ñar las alternativas sugeridas es objeto 
de lo que sigue. Así, se sugiere conside­
rar los siguientes criterios: 

• La finalidad de equidistribución. 
Desde ella, cuanto menor sea el núme­
ro de áreas de reparto mayor se dará sa­
tisfacción conceptual a dicho principio. 

• El principio de eficacia. Dado que 
las técnicas previstas sólo son operati-

vas en la nueva edificación de terrenos 
vacantes o, previa sustitución de la edi­
ficación existente, es necesario poner 
en relación la operatividad real del 
aprovechamiento tipo en relación con 
el suelo público a obtener y con los 
aprovechamientos reales y con la reper­
cusión sobre la hacienda municipal de 
dichos extremos en el período de eje­
cución previsto, no trasladando sobre 
ellos sin la adecuada previsión, el efec­
to de aprovechamiento considerados 
en el cálculo que luego no se hagan ope­
rativos. 

• El principio de igualdad. Parece 
procedente delimitar áreas de reparto 
de tal modo que las diferencias entre los 
beneficios económicos lucrativos que 
se generen, las cargas de urbanización y 
la captación de plusvalías por la comu­
nidad tengan un mínimo de igualdad y, 
por tanto nula o mínima diferencia en­
tre las diversas áreas de reparto. 

• La necesaria viabilidad para su eje­
cución según el agente responsable de 
la misma. Así, la delimitación debe te­
ner en cuenta que el aprovechamiento 
tipo que le corresponde sea tal que de­
termine el marco de «cierta seguridad» 
en cuanto que los recursos a poner en 
juego sean compatibles con la estructu­
ra de actuación de cada agente. Así, no 
se deberán prever volunta rismos que 
asignen en el reparto ordenaciones in­
compatibles para su ejecución en virtud 
de los costes y programación. 

• La forma de producción del espacio 
por áreas homogéneas, unidades vecina­
les, etc. Desde este criterio conviene pre­
cisar los ámbitos urbanos en términos 
de ordenación que respondan a ese sen­
tido de homogeneidad, habitual en la 
producción histórica de espacio urbano. 

• La programación establecida en el 
planeamiento. De una parte parece ade­
cuado que la ciudad producida genere el 
mismo derecho susceptible de adquisi­
ción por los propietarios, en períodos 
de tiempo similares cuatrienios, etc. De 
otra, parece procedente no entender la 
delimitación de áreas de reparto y apro­
vechamiento tipo como vigentes indefi-

nidameme, sino ajustadas a los ciclos 
económicos y de objetivos de los planes, 
siendo cuatro o seis años períodos «sen­
satos» para su reconsideración. 

• La necesaria consideración de los 
derechos patrimonializados en la ejecu­
ción del planeamiento anterior. Ello tie­
ne estrecha relación con la viabilidad de 
sus determinaciones al efectar o incidir 
directamente en el régimen indemniza­
torio. 

• La consideración de los ámbitos en 
los que la ciudad deba ejecutarse de un 
modo integrado por renovación, rehabi­
litación o nueva creación (unidades de 
ejecución), de aquellos otros cuya pro­
ducción se estime de un modo espontá­
neo o asistemático, dado el régimen dis­
tinto que para cada uno de dichas ac­
tuaciones establece la legislación. 

• La coordinación con la normativa 
catastral tanto en lo que se refiere a su 
incidencia en la determinación de fac­
tores de ponderación para el cálculo del 
aprovechamiento tipo como el ámbito 
territorial de los pol ígonos fiscales a 
efectos de contribuir a la extensión de la 
mejor equidistribución, que no homo­
geneidad de la misma, en términos mo­
netarios. 

Una sugerencia metodológica que 
puede desprenderse de los anteriores 
criterios a efectos de la delimitación de 
áreas de reparto y aprovechamiento ti­
po, amén de establecer diversas alterna­
tivas en un proceso iterativo, es: 

• En el suelo que se clasifique como 
urbano distinguir los ámbitos del suelo 
consolidado y de suelo urbano de nue­
va creación y renovación o sustitución 
previsible de la edificación. 

En el suelo urbano consolidado cuya 
producción lo haya sido fijada en ba­
rrios, unidades vecinales, etc., cuya or­
denación prevista por el planeamiento 
no pretenda su renovación, analizar, 
por el efecto en el resto, la conveniencia 
de delimitar las áreas de reparto ajusta­
das a ellos. 

• En el suelo no consolidado deli­
mitar áreas de reparto con criterios que 
compatibilicen la «homogeneidad» es-



pacía! con el plazo previsto para su eje­
cución. 

En relación con la delimitación de 
áreas de reparto en suelo apto para 
urbanizar 

En estos suelos y, ante la diversidad 
de criterios observados que van desde 
una sola área de reparto para la totali­
dad de dicho suelo a una por cada sec­
tor de planeamiento, parece proceden­
te la extensión del criterio legal de ca­
rácter sup letorio estab lecido para el 
suelo urbanizable programado. Parece­
ría adecuado que cada área de reparto 
incluya los sectores y sistemas genera­
les que tengan una misma previsión de 
temporalidad en el orden de priorida­
des que las Normas Subsidiarias esta­
blezcan. 

En relación con la flexibilidad del 
planeamiento 

En muchos ámbitos del espacio, el 
planeamiento puede considerar conve­
niente no definir los usos y tipologías 
de una única manera, sino que puede, 
ser conveniente, por su carácter menos 
estructurante plantear, o proporciones 
de diversos usos y úpologías o, dar és­
tos como alternativos. A juicio del que 
suscribe esta necesidad no es incompa­
tible con la determinación Legal respec­
to de las técnicas que nos ocupan. Uni­
camente plantean dificultad de definir 
factores de ponderación y elegir una 
combinación de usos y tipologías a 
efectos de la determinación del aprove­
chamiento tipo compatible con cual­
quier opción. Es algo similar al régimen 
del suelo urbanizable y de lo comenta­
do para los planes especiales de refor­
ma interior que convendría precisar en 
normativa autonómica o, en el propio 
p laneamiento pero no incompatible 
con la legalidad. 

La conveniencia de 
articular el debate 

Reiteradamente se ha puesto de ma­
nifiesto la diversidad de aspectos que 

son necesarios de concreción y profun­
dización así como, La urgencia de la 
misma tanto en sus aspectos técnicos 
como administrativos y de política ur­
banística. 

Dichos aspectos reclaman desde la 
aportación conceptual y práctica, y des­
de la competencia y responsabilidad de 
cada uno de los agentes una reflexión 
que despeje ese marco de incertidum­
bre y contribuya a una mínima garantía 
de seguridad, igualdad y legalidad, esta­
bleciendo los adecuados procesos tanto 
técnicos como normativos. 

Miguel Angel López Toledano 
Director General de Urbani.smo. 

Comunidad de Madrid. 
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